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    Tema monográfico


    EL DERECHO CANÓNICO EN LA ENCRUCIJADA

  


  
    EDITORIAL


    El Derecho canónico es un instrumento legal al servicio de la vida del pueblo de Dios. Lo hace proporcionando un orden que determina derechos, deberes y procedimientos, para que la vida en comunidad de fe se lleve a cabo en comunión y en el espíritu del Evangelio y según las exigencias de la justicia. Pero no debemos olvidar que la comunidad de los fieles es un pueblo peregrino en marcha, con una fe dinámica que busca profundizar en la comprensión de la Palabra de Dios y ponerla en práctica. Los desafíos teológicos, pastorales y espirituales lanzados por el Vaticano II llegaron a ser, obviamente, un desafío para la formulación de las leyes para la vida de la Iglesia. El nuevo Código de Derecho Canónico, promulgado en 1983, fue seguido por el Código de Cánones de las Iglesias orientales en 1990. Tenemos que reconocer la enorme cantidad de trabajo realizado por las comisiones respectivas durante varios años para publicar estos códigos que exigieron muchas discusiones, debates, armonizaciones e incluso compromisos entre posiciones opuestas.


    Han pasado más de tres décadas desde la promulgación del Código en 1983, y, durante este período, el afrontamiento de la experiencia vivida realmente por el pueblo de Dios ha sacado a la luz varias cuestiones críticas, que exigen una revisión importante, una abrogación y correcciones que correspondan más estrechamente a las enseñanzas del Concilio y a los signos de los tiempos. Han llegado a ser necesarias para una dispensación más atenta a la justicia y para el ejercicio de la libertad. El gran programa de aggiornamento puesto en marcha por el papa Juan XXIII en vísperas del Vaticano II, se aplica a todos los campos de la vida eclesial, incluidas las leyes que rigen su vida. El espíritu de este aggiornamento y la sensibilidad a las necesidades de nuestros tiempos cambiantes han llevado a Concilium a preparar un número dedicado al tema de la ley en la Iglesia. Los artículos principales de este número se dividen en tres partes: la primera aborda la historia y los principios; la segunda pone de relieve algunas áreas que requieren reformas urgentes, y la tercera trata cuestiones de aplicación.


    La primera contribución, de Wim Decock, escrita desde una perspectiva histórica, reconoce la gran contribución que el Derecho canónico ha hecho en el pasado para el bien de la Iglesia, y resalta también su influencia en el desarrollo del Derecho civil. El canonista brasileño Jesús Hortal examina críticamente hasta qué punto el Código de 1983 está en consonancia con la eclesiología del Vaticano II. Rik Torfs, por su parte, analiza el Código actual desde la perspectiva formal del Derecho y pone de relieve algunas lagunas que podrían comprometer su función como instrumento legal. Felix Wilfred ve la teología y el Derecho canónico como una pareja que acompaña al pueblo de Dios en su camino, lo que exige un diálogo continuo entre estas dos disciplinas con sus diferentes metodologías. Muestra con ejemplos cómo la teología podría ayudar al Derecho canónico a leer los signos de los tiempos y a formular y reformular las leyes. Sería de enorme importancia un diálogo entre las dos disciplinas sobre la distinción entre ius divinum y ley eclesiástica, dada la frecuente borrosidad de fronteras entre ambos, tal como atestigua la historia de la Iglesia. Para seguir adelante con el ecumenismo, inspirado por la rica herencia de las Iglesias orientales, George Nedungatt propugna una mayor clarificación sobre la función del obispo de Roma y su ejercicio de poder supremo. Unas relaciones ecuménicas más estrechas exigirían también una revisión crítica del celibato sacerdotal y del lugar de las mujeres en la Iglesia.


    La segunda parte comienza con la contribución de Peter G. Kirchschläger, que sostiene, desde una perspectiva teológica y ética, por qué los derechos humanos tienen que integrarse en las leyes de la Iglesia e incluso constituir su punto de referencia. Puesto que los derechos humanos tienen fuertes fundamentos bíblicos y teológicos, esta integración y referencia no debe resultar difícil. Si tomamos en serio la eclesiología del pueblo de Dios del Vaticano II, los laicos no pueden ser excluidos del oficio de gobierno en la Iglesia, como hace el Código actual. Tal es la tesis que desarrolla Sabine Demel en su contribución. El poder de gobierno del laicado tiene que afirmarse de acuerdo con su fundamentación en los principios constitucionales de la Iglesia misma según la perspectiva del Concilio. La autora formula nuevos cánones sobre el laicado, a modo de propuestas, que vibran con el espíritu de la eclesiología conciliar. Hildegard Warnink examina el Motu Proprio Mitis Iudex Dominus Iesus, promulgado por el papa Francisco en 2015. Si bien elimina la sentencia en segunda instancia para la declaración de nulidad matrimonial e introduce un proceso más breve bajo la responsabilidad exclusiva del obispo diocesano, también contiene numerosas lagunas y no carece de ambigüedades.


    En la tercera parte, dedicada a la aplicación, Vincenzo Mosca nos dice qué significa la inculturación del Derecho canónico y también indica algunos de los agentes, instituciones y estructuras eclesiales que podrían facilitar hoy día este proceso formulando leyes que respondan a las necesidades de las Iglesias locales. Burkhard J. Berkmann cuestiona críticamente en su artículo el doble rasero para medir la subsidiaridad, que aceptada en la doctrina social produce, sin embargo, renuencia, si no rechazo, en el gobierno de la Iglesia. Según él, además de su relevancia teológica, el principio de subsidiaridad puede también proporcionar una fundamentación antropológica al Derecho canónico. Reflexionando desde la perspectiva de la aplicación, Al. Andang L. Binwan pone críticamente en entredicho los cánones actuales relacionados con el matrimonio interreligioso. Las disposiciones actuales no solo no reflejan el espíritu del diálogo interreligioso, sino que también resultan casi imposibles de poner en práctica en un país musulmán como Indonesia. Robert Kamangala Kamba examina, desde una perspectiva africana, las lagunas del Código actual, y reflexiona sobre cómo sería la reforma de un Código que incorporase las preocupaciones de África.


    Estas contribuciones parecen implicar la necesidad de un nuevo Código. El nuevo Código no consistirá en un simple cambio de aspecto y en la incorporación de algunas modificaciones y cambios aquí y allá, sino en algo radicalmente nuevo. Pues la cuestión más profunda que concierne al Derecho canónico es la concepción del poder en la Iglesia. Como institución religiosa, el modo en el que la Iglesia entiende el poder procedente de Dios y los agentes y las estructuras relacionadas con él, requiere pasar por una transformación radical. En una época en la que una teoría política particular sostenía que el rey obtenía su poder directamente de Dios (derecho divino de los reyes) para apoyar el absolutismo monárquico, teólogos como Francisco Suárez desafiaron esta tesis sosteniendo que el poder de Dios reside en el pueblo. ¿Debemos suponer que Dios actúa de forma diferente con su pueblo que forma la comunidad de la Iglesia? Todos los ministros sin excepción son siervos que sirven al pueblo de Dios, a quien Dios ha empoderado y ha dotado con dones que pueden canalizarse para el bien común mediante las estructuras y los medios adecuado que reflejen el espíritu del Evangelio. Los modelos monárquico y feudal de poder no son los que Jesús quería para sus discípulos, muchos de cuales eran sencillos pescadores de Galilea. Necesitamos empezar a reflexionar sobre el poder desde unas premisas diferentes a las que prevalecen actualmente en la Iglesia. Si comenzamos partiendo de la relación de Dios con su pueblo en términos de poder, podemos esperar un Código radicalmente transformado. ¿No está realmente situado el Derecho canónico en una intersección, en una encrucijada, en la que tiene que decidir si quiere aferrarse a la comprensión convencional del poder en la Iglesia o verlo estrechamente en relación con el pueblo de Dios que está empoderado por Dios mismo? He aquí también una tarea para el futuro, tanto para el Código de Derecho como para la teología.


    El Foro teológico de este número presenta un breve artículo de Johann Baptist Metz, uno de los fundadores de esta revista. En su artículo, Metz nos pide reconsiderar nuestra forma de pensar la relación entre Dios y el tiempo. Mientras que los relatos bíblicos nunca pretenden ser atemporales, es decir, siempre tratan de experiencias concretas en el tiempo (opresión, injusticia, luchas de liberación), Metz percibe cómo la teología dominante aborda casi siempre la eternidad, los valores eternos y la eternidad de Dios. Y pregunta: ¿Realmente entiende este tipo de teología algo del Dios bíblico, que es, sobre todo, Dios en el tiempo? ¿Es el pensar cristiano una actividad más mitológica que teológica? Nadie puede entender a Cristo teoréticamente, es decir, con categorías atemporales. Cristo solo puede ser comprendido siguiendo sus pisadas que sumergen en las luchas reales del mundo en el que vivimos. Así, Metz nos desafía a no pretender que vivimos ya en el ámbito de la eternidad, sino a vivir y pensar como seres temporales en un mundo que tiene su inicio y su final en Dios mismo. En esta perspectiva, Metz señala a un futuro para la teología, que no afirma «saber todo» sobre la vida, sino ser «totalmente solidaria» con toda la humanidad, es decir, una teología verdaderamente cristiana.


    El número concluye con un homenaje de Carlos Mendoza-Álvarez a Virgilio Elizondo, un exmiembro altamente estimado del consejo editorial de Concilium, que hizo una importante contribución a la teología de la liberación al introducir el tema del mestizo-hibridación.


    (Traducido del inglés por José Pérez Escobar)
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    LUZ DEL MUNDO


    Reivindicación de la función histórica (trascendental) del Derecho canónico




    Desde un punto de vista histórico, los canonistas han hecho una contribución fundamental al desarrollo de las culturas legales de todo el mundo. Impulsados por el deseo espiritual de construir una nueva cultura legal sobre las ruinas de la romana anterior, pero imbuida con valores cristianos, el deseo normativo de los canonistas, especialmente desde la época de la reforma gregoriana hasta después del Concilio de Trento, ha dejado su impronta en todos los campos de la vida. Su objetivo era crear una cultura legal suficientemente flexible que tuviera en cuenta la complejidad de la vida, pero lo bastante rigurosa para evitar que se perturbara la paz. Querían promover un sistema legal modélico que pudiera llegar a ser luz para el mundo y sal de la tierra. Y lo lograron. Analizaremos en este artículo tres temas sobre los que los canonistas tenían algo que decir al mundo: misericordia y justicia, mediación y litigio, y la protección de los derechos humanos.


    I. Introducción


    Durante un período de más de quinientos años, los canonistas configuraron profundamente el desarrollo de las culturas legales, desde Escandinavia, pasando por Europa central, hasta llegar a América, con tal calado que, en su Sistema del Derecho Romano Actual, el gran jurista alemán Friedrich Carl von Savigny (1779-1861) comentaba que todos nuestros pensamientos jurídicos, por hostiles y extraños que puedan parecer, están, no obstante, impregnados por la visión cristiana de la vida. Tanto el Derecho de obligaciones como las leyes familiares, las normas de gobernanza pública o la equidad procesal, el Derecho de sociedades y la justicia penal, todos deben algo de sus principios fundamentales al Derecho canónico medieval y de comienzos de la Modernidad1. Especialmente durante los cinco siglos transcurridos entre la reforma gregoriana y el Concilio de Trento, los canonistas no se contentaron con establecer normas jurídicas para los asuntos internos de la Iglesia. Impulsados por un deseo de construir una nueva cultura legal sobre las ruinas de la romana precedente, pero impregnada de valores cristianos, su anhelo normativo se extendió a todos los campos de la vida. Su objetivo era crear una cultura legal suficientemente flexible que tuviera en cuenta la complejidad de la vida, pero lo bastante estricta como para evitar la perturbación de la paz. Querían promover un sistema legal modélico que pudiera ser luz para el mundo. Los especialistas han investigado la función, tanto histórica como relevante, realizada por el Derecho canónico en la configuración de los sistemas legales modernos2. Este artículo pone de relieve tres temas sobre los que los canonistas tenían algo que decir al mundo: misericordia y justicia, mediación y litigio, y la protección de los derechos subjetivos y de la dignidad humana.


    II. Misericordia y justicia


    En 2015 el papa Francisco invocó la imagen de Cristo como «Juez clemente» (mitis iudex) en un extraordinario motu proprio en el que se replantea la administración de la justicia eclesiástica en los casos matrimoniales. Por bella que sea la imagen, el motu proprio se ha encontrado con una acogida ambigua. Reconociendo que el exceso de justicia puede conducir a la injusticia, los expertos advirtieron también que el exceso de misericordia puede llevar al mismo resultado indeseado. Es obvio que a los seres humanos que se encuentran en una condición poslapsaria les resulta una tarea abrumadora encontrar el equilibrio entre hacer justicia y mostrar misericordia. Tal fue el caso durante la época de la reforma de la Iglesia en el siglo XI. Los obispos de Roma, como el papa Gregorio VII (1073-1085), deseaban iniciar una reforma de las estructuras eclesiales y de la doctrina cristiana para combatir el mal comportamiento del clero y oponerse a las injerencias de las autoridades seculares3. De hecho, la venalidad de los cargos eclesiales y el matrimonio de los clérigos se habían convertido en la norma más bien que en la excepción en muchas comunidades cristianas en el cambio de milenio. Los reformadores gregorianos necesitaban reaccionar con firmeza basándose en el imperio de la justicia para defender la libertad de la Iglesia y para imponer una disciplina estricta entre sus clérigos. Sin embargo, ¿hasta qué grado podían permitirse ser severamente estrictos en la persecución de los pecados de nicolaísmo y simonía? ¿No debían los cristianos abstenerse de juzgar para no ser juzgados (Mt 7,1)? ¿No debían ser los cristianos tan misericordiosos como su Padre (Lc 8,36)? ¿No debían cantar más bien las alabanzas de la misericordia que las de la justicia (Sal 100,1)?


    La elección entre tolerar y castigar la conducta pecaminosa, especialmente si es cometida por clérigos, es algo realmente difícil. Requiere una prudencia minuciosa y un equilibro constante. Significativamente, fueron los canonistas quienes proporcionaron el primer marco intelectual para abordar este tema espinoso. Uno de ellos fue Alger de Lieja, un canonista que nació en torno a 1060 y ejerció su ministerio en el principado-obispado de Lieja. Es el autor de un tratado titulado Sobre la misericordia y la justicia (De misericordia et iustitia, en adelante: DMI), escrito en algún momento entre 1095 y 1121, es decir, antes del Decretum de Graciano4. La incertidumbre sobre la vida de Alger contrasta con la certidumbre sobre la calidad de su obra. Una disputa local entre reformistas y el obispo-príncipe Otbert —que consiguió la sede episcopal por simonía y no mediante una elección legal— sentó la base para que Alger desarrollara sus argumentaciones sobre la misericordia y la justicia. No obstante, su obra rebasa los estrechos confines de una disputa local para ofrecer una reflexión más abstracta sobre la tensión entre misericordia y justicia en la tolerancia o la condena del comportamiento pecaminoso de los cristianos.


    Partidario del movimiento de la reforma gregoriana, Alger era consciente de la necesidad de exigir la aplicación estricta de las normas eclesiásticas. Sin embargo, inspirándose en una carta del papa Gregorio I (590-604), adoptó como principio de orientación que la gobernanza de la Iglesia debe alternar cuidadosamente entre la aplicación de la justicia y la concesión de la misericordia. La fuerza de la ley canónica varía dependiendo del contexto. Por ejemplo, las promesas no debían mantenerse si conducían a acciones inmorales. En la misma línea, el castigo no debía ejecutarse siempre con el mismo rigor. Los sacerdotes simoníacos merecen un tratamiento más estricto que los clérigos que ceden a un mal comportamiento de tipo sexual. Incluso el castigo de los sacerdotes simoníacos debe dar paso a la paciencia siempre que la unidad de la Iglesia y la paz se vean amenazadas por la aplicación estricta de la justicia. Por el bien de la unidad y la paz de la Iglesia, el mal debe a veces ser tolerado. «Los preceptos canónicos deben ser en parte mitigados o a veces totalmente dispensados», sostenía Alger (DMI I, 6), «según el momento, la persona y las circunstancias». Con esta afirmación, Alger de Lieja expresaba una característica fundamental de su profesión. Los especialistas la han llamado la «naturaleza instrumental»5 o la «elasticidad»6 de la ley canónica. Privilegia las circunstancias empíricas sobre los principios abstractos, la persona sobre el sistema legal, la misericordia sobre la justicia.


    Desde el principio, los canonistas han sido, por consiguiente, maestros en gestionar la tensión entre los grandes principios y las circunstancias prácticas. Puesto que les preocupaba la misericordia, consideraban ajeno a su trabajo un enfoque simplista e inflexible sobre las normas legales. El riesgo de la arbitrariedad estaba controlado, porque el Derecho canónico estaba en manos de una élite de eminentes estudiosos repartidos por las universidades europeas. Las opiniones de los canonistas podían diferir, pero no podían permitirse fallar en la prueba de razón o autoridad. Por otra parte, mediante la aplicación del método escolástico, los canonistas estaban dedicados a una empresa interminable de reconciliar proposiciones opuestas7. Además de los doctores utriusque iuris, expertos en la ciencia del Derecho tanto civil como canónico, la Iglesia confiaba en los jueces bien formados para administrar justicia en circunstancias concretas. El oficio del juez requería no solo la aplicación estricta de reglas abstractas, sino también la sensibilidad con respecto a las circunstancias concretas, los contextos históricos y las necesidades humanas. Por el bien de la salvación de las almas, la equidad y no el rigor de la ley era el criterio definitivo para juzgar.


    III. Mediación y litigio


    Si la misericordia no logra corregir el mal, puede ser necesario recurrir a un mecanismo de imposición más estricto. De hecho, una de las principales contribuciones del Derecho canónico a los sistemas legales occidentales fue su definición de los modos civilizados de litigar y castigar. Debe cumplirse cierto orden procesal. «El orden es tan importante en la Iglesia», explicaba Alger de Lieja (DMI II, 30), «que los hechos o las palabras son nulos a menos que se hagan o se hablen según las reglas del orden». Siguiendo las instrucciones del Nuevo Testamento (Mt 18,15-17 y 1 Cor 6,1-6), los canonistas han requerido a los cristianos que logren un acuerdo amistoso primero, buscar un mediador o árbitro en la comunidad si falla la corrección fraterna, y llevar un asunto ante un tribunal eclesiástico solamente como último recurso. Incluso en el tribunal, hay una idea esencial de la tradición canónica según la cual el juez debe actuar principalmente como un mediador. A imitación de Cristo, el juez debe ser un portador de paz y armonía8. Según el Derecho canónico medieval, el juez debe promover la humanidad, buscar una solución equitativa y procurar la conciliación entre las partes.


    Desde el inicio de la reforma gregoriana, el desarrollo de un orden justo para resolver conflictos estuvo en el centro de la preocupación de los canonistas9. Se esmeraban tanto sobre la calidad de los procedimientos para hacer justicia como lo hacían para desarrollar las normas esenciales que expresan la idea cristiana de justicia. Por ejemplo, elaboraron sofisticadas reglas sobre los tipos de pruebas que pueden aceptarse para establecer la verdad en el tribunal. Se introdujeron recursos de apelación para garantizar el control de calidad de la sentencia de un juez inferior. Se otorgaron poderes especiales al juez en virtud de su oficio para asegurar que cuidara especialmente del interés de las partes más débiles, especialmente de las llamadas «personas míseras», las viudas o los pobres. De hecho, los fundamentos de las leyes procesales en la tradición occidental fueron puestos por los canonistas, que promovían procesamientos ordenados y pacíficos para resolver los conflictos. Combinando textos legales romanos con valores cristianos, los canonistas desarrollaron las llamadas reglas procesales romano-canónicas, descritas en cientos de tratados sobre el procesamiento legal10. Un famoso ejemplo es el Speculum iudiciale, publicado por el canonista francés Guillermo Durando (ca. 1230-1296).


    La preocupación por el orden del proceso judicial llevó a los canonistas a realizar una contribución histórica a la cultura de la equidad procesal, que es típica de los sistemas legales modernos. En la obra de canonistas tardomedievales como Johannes Monachus (ca. 1250-1313), el derecho a ser citado y escuchado antes de emitir cualquier sentencia fue elevado al rango de Derecho procesal fundamental para los acusados11. Al principio, los canonistas legitimaron este elemento fundamental del «ordo iudiciarius» recurriendo al modo en el que Dios hizo comparecer a Adán después de que hubiera cometido el delito de comer del árbol del bien y del mal. Si Dios había preguntado a Adán dónde estaba (Gn 3,9: Adam ubi es?), de modo que pudiera dar cuentas de su comportamiento, entonces ¿no debían dar los jueces humanos la oportunidad a los acusados para que explicaran el delito por el que eran inculpados? Sin embargo, a menudo se hacían excepciones a esta norma, por ejemplo, cuando los delitos eran infames y públicos. Pero esto cambió cuando Monachus desplazó el fundamento del argumento del ejemplo bíblico hacia la ley natural, sosteniendo que la comparecencia ante el juez había sido establecida por ley natural, de modo que ninguna autoridad humana, ni siquiera el Papa, podía eliminarla por ninguna razón. Además, Monachus fue el primero en formular la máxima de que «toda persona es inocente mientras no se pruebe su culpabilidad»12.


    Para subrayar la naturaleza absoluta de la presunción de inocencia, los canonistas admitieron que Dios debe dar incluso al Diablo su oportunidad en el tribunal. A lo largo del tiempo, la adhesión del Derecho canónico a los principios del proceso debido condujo a los canonistas a dudar de la legitimidad de las sanciones impuestas sin un juicio. De particular interés es la obra Disputa sobre las sanciones eclesiásticas de Francisco Suárez (1548-1717), una de las discusiones más exhaustivas sobre el Derecho penal de principios de la Modernidad. Explicaba que las sanciones eclesiásticas podían imponerse de dos modos, por sentencia judicial o por mera violación de una norma (ipso facto), repitiendo así la distinción entre penas ferendae y latae sententiae (véase canon 1314 CIC 1983). Sin embargo, Suárez afirmaba tímidamente que «uno podría preguntarse con toda razón cómo es posible que una pena se imponga por la ley misma», especialmente porque «nadie puede ser castigado justamente hasta haber escuchado a la acusación y a la defensa»13. Es decir, los canonistas eran conscientes de la tensión entre el debido procedimiento, por una parte, y las sanciones latae sententiae, por otra, pero entonces eran más tolerantes con las ambigüedades que los sistemas legales seculares de nuestro tiempo.


    IV. Derechos humanos y dignidad


    La función pionera de los canonistas en promover una cultura legal fundada en el respeto a los derechos individuales y la dignidad humana no puede solo verse en su preocupación por el orden procesal. Es incluso más evidente en los debates de inicios de la Modernidad sobre los derechos de los pueblos indígenas que siguieron al descubrimiento de América en 1492. Los teólogos y los canonistas de las Universidades de Salamanca y de Coímbra, en particular, contribuyeron a lo largo del siglo XVI a poner los cimientos de un orden legal en el que los individuos poseen sus derechos por su naturaleza como seres humanos, no por pertenecer a un Estado particular o a un sistema de creencias religiosas determinado14. De gran celebridad es la defensa que hizo Bartolomé de Las Casas († 1560) de la dignidad humana de los pueblos indígenas que vivían en las colonias de España, y de los derechos de los no cristianos a poseer su propia tierra y a establecer sus propias instituciones políticas15. Durante la famosa disputa de Valladolid (1550-1551), atacó la tesis de Juan Ginés de Sepúlveda, a saber, que los seres humanos eran superiores e inferiores por naturaleza. Las Casas demostró el carácter ilegítimo de la conquista española tal y como se había desarrollado en la práctica y denunció las violaciones de la dignidad humana.


    Sería exagerado decir que los derechos humanos reconocidos en el siglo XX son el legado directo del Derecho canónico. Las declaraciones modernas de los derechos humanos son inconcebibles sin la reacción de las Naciones Unidas a las atrocidades de la II Guerra Mundial. También es necesario recordar que el contexto histórico en el que se desarrollaban los argumentos canónicos para la protección de la igualdad y la dignidad de todos los seres humanos, continuaba siendo un contexto en el que los pilares organizativos de la sociedad eran la jerarquía, el estatus y la desigualdad. No obstante, la tradición canónica puede considerarse una antepasada de los derechos humanos en la medida en que fomentó un ambiente para la protección de los derechos subjetivos, especialmente contra el abuso del poder. Aunque es verdad que las teorías de los canonistas medievales sobre la plenitud del poder inspiraron el absolutismo político, por ejemplo, la teoría del derecho divino de los reyes en la Inglaterra de los inicios de la Modernidad, al mismo tiempo ha existido siempre una corriente importante en el Derecho canónico que subrayaba los límites del poder tanto civil como eclesiástico. Un ejemplo excelente puede encontrarse en la obra de Martín de Azpilcueta (1492-1586). Defendía una teoría constitucionalista del poder que proporcionó a los juristas y teólogos posteriores argumentos intelectuales para proteger a los ciudadanos contra los príncipes absolutistas.


    La preocupación histórica de los canonistas por la protección de los derechos subjetivos contra las políticas arbitrarias y los príncipes irresponsables puede verse a menudo en asuntos que actualmente parecerían ser ajenos a su profesión. Uno de estos asuntos es la política monetaria, especialmente la devaluación de la moneda para incrementar los ingresos en las arcas del Estado y paliar la deuda pública. Los canonistas tardomedievales habían relacionado este tema con cuestiones políticas más amplias, como la representación política y la protección de los derechos subjetivos16. Por ejemplo, habían profundizado en la máxima, tomada prestada del Derecho romano, según la cual «lo que concierne a todos, debe ser aprobado por todos»17. Estaban de acuerdo en que un rey no puede imponer leyes que son particularmente gravosas para el pueblo, por ejemplo, leyes tributarias, sin su consentimiento. El jesuita Juan de Mariana recogió estos principios del Derecho canónico en su Sobre la alteración de la moneda para criticar las políticas de devaluación monetaria practicadas por el rey Felipe III.


    V. Conclusión


    A lo largo de los siglos, los canonistas han mostrado cómo hacer frente a los desafíos en un espectro mucho más amplio que los temas abarcados por el Código de Derecho Canónico de 1983. El Derecho canónico tiene todas las razones para estar orgulloso de su glorioso pasado y reivindicar su función histórica (y trascendental). Gracias a la audacia de sus mentes, a la «elasticidad» de su método y la enorme variedad de cuestiones que abarcaron con su trabajo, los canonistas lograron desarrollar una función pionera en la configuración de la gobernanza y la justicia en las sociedades occidentales. Desde la presunción de inocencia hasta la norma de que todo cuanto concierne a todos debe ser aprobado por todos, los canonistas pusieron los fundamentos de una cultura legal en la que los individuos podían confiar en que sus derechos serían respetados, especialmente contra los poderosos. Guiados por el principio de que el gobierno de la Iglesia debía alternar entre misericordia y justicia, los canonistas del tardomedievo y de inicios del período moderno desarrollaron una cultura legal cristiana que era suficientemente auténtica para mantener su aroma, aunque bastante sofisticada para atraer a los príncipes seculares y que construyeran sus sistemas de justicia según el modelo esclarecedor de la Iglesia.


    (Traducido del inglés por José Pérez Escobar)
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    DESDE EL CONCILIO HASTA EL CÓDIGO DE DERECHO CANÓNICO DE 1983:

    ¿NECESITAMOS UNA NUEVA REFORMA?




    El deseo del papa Juan XXIII de promover una reforma del Código de Derecho Canónico que fuera como el fruto del Concilio Vaticano II tardó veinte años en cumplirse. El nuevo Código debería reflejar la teología, más específicamente la eclesiología, del Concilio. ¿Se consiguió este objetivo? Este artículo analiza los aciertos y los fallos del intento, tanto en la estructura del nuevo cuerpo legal como en su contenido. También muestra lo deseable que sería, en el momento actual, una nueva revisión, no solo para corregir los fallos iniciales, sino también para recoger la evolución que se ha producido en los más de treinta años de vigencia del Código. La actividad legislativa de la Iglesia no se detuvo en 1983. Son muy numerosos los cánones afectados por las disposiciones más recientes. Sería, pues, el momento de llevar a cabo una nueva codificación integradora de la vida actual de la Iglesia.


    I. La necesidad de la reforma del Código o su anuncio


    Después de cuarenta años de vigencia del Código de Derecho Canónico, elaborado durante el pontificado de san Pío X, pero promulgado por Benedicto XV, en 1917, se sentía la necesidad de una reforma profunda que lo adecuara a las nuevas exigencias de los tiempos. Dos guerras mundiales y entre ellas una enorme crisis económica, el auge y/o declive de los sistemas totalitarios, la evolución acelerada de la ciencia y la tecnología, la profundización de los estudios psicológicos y sociológicos, el imparable proceso de descolonización, la globalización creciente, aunque mitigada por el surgimiento del multiculturalismo, la conciencia más intensa sobre la dignidad de la persona humana y las injusticias sociales, la exaltación de la democracia como sistema universal de gobierno, etc., son todos ellos factores que han contribuido a crear en la Iglesia católica un anhelo de reforma de un Código que, en términos de historia del Derecho, no podría considerarse anticuado. Cuando se promulgó, los canonistas pensaban que duraría, por lo menos, doscientos años, pero después de cuarenta años muchos lo consideraban una camisa de fuerza insoportable para la Iglesia.


    El 25 de enero de 1959, simultáneamente con el anuncio del Concilio Vaticano II, el papa Juan XXIII comunicó a los cardenales su propósito de promover también la reforma del Código, que sería como la coronación de la obra del Concilio1. El papa Roncalli no era un jurista y tendía a simplificar las cosas. En conversaciones privadas llegó a comentar que en 1960 realizaría el Sínodo Romano; el Concilio llevaría otro año, y, después de estas dos asambleas, la reforma del Código sería rápida. Confiaba en concluir todo antes de terminar su pontificado. Por eso, iniciado el Concilio en diciembre de 1961, pero sin que se hubiera aprobado ningún documento conciliar, no se demoró en intentar ya aquella reforma. El 28 de mayo de 1963 nombró una comisión preparatoria del nuevo Código2. Sin embargo, Juan XXIII apenas consiguió realizar su primer proyecto, el Sínodo Romano, del que ya casi nadie se acuerda, pues, elaborado de modo absolutamente autoritario, no tuvo prácticamente ninguna acogida, e inmediatamente se vio superado por el Concilio.


    Los trabajos conciliares se prolongaron durante cuatro años, y Roncalli no pudo promulgar ningún documento conciliar. De la nueva codificación no llegó ni siquiera a ver un esbozo.


    II. El inicio de los trabajos de la reforma del Código


    En el año 1965, casi en vísperas de concluirse el Vaticano II, Pablo VI reorganizó la comisión preparatoria, ampliándola notablemente. En el discurso que pronunció, el 30 de noviembre, para inaugurar los trabajos, el papa Montini trazó las líneas fundamentales de la reforma3. Comenzó justificando su necesidad, indicando la doble naturaleza, visible y espiritual de la Iglesia, que el Concilio subrayó con toda claridad en Lumen gentium. En contra de las corrientes democratizadoras, que clamaban por una reforma radical, insistió en el carácter jerárquico —«sociedad desigual»— del cuerpo eclesial. Y marcó la meta fundamental de los trabajos de la comisión: «El Derecho canónico debe reformarse con prudencia, o sea, debe adaptarse al modo de pensar propio del Concilio Ecuménico Vaticano II, que confiere una función primordial a la atención pastoral y a las nuevas necesidades del pueblo de Dios»4.


    El papa Montini, en el mismo discurso, se mostraba también optimista con respecto a la duración de los trabajos de la comisión. Pensaba en una elaboración más bien rápida que el Código anterior, pues, decía, se contaba como guía con aquel cuerpo legislativo y el Concilio proporcionaba las líneas maestras de la nueva obra. Sin embargo, transcurrirían nada menos que veinticuatro años desde el primer anuncio hasta la promulgación del nuevo Código por Juan Pablo II. Actualmente, después de más treinta años, podemos preguntarnos si cumplió con las expectativas que suscitó.


    III. ¿Se encuentra, de hecho, reflejado el Concilio Vaticano II en el Código de Derecho Canónico, especialmente en su estructura?


    El Concilio no produjo realmente ningún documento específico sobre la reforma del Derecho canónico. Sí hizo numerosas alusiones a la necesidad de reformar la legislación en vigor. Por eso tampoco determinó nada sobre el orden sistemático del nuevo Código. La cuestión no era banal. La sistematización de las leyes eclesiásticas refleja la concepción teológica que inspira al legislador. El Código de 1917 se inspiró esencialmente en la codificación napoleónica, fundamento de todas las codificaciones europeas modernas. Por eso adoptó como esquema básico la estructura tripartita —personas, cosas, acciones—, procedente del Derecho romano clásico y adoptada también por el Código Civil de Napoleón. Siguiendo también el ejemplo de las codificaciones civiles, antepone a los tres libros (enumerados, respectivamente, como segundo, tercero y cuarto) uno primero, que contiene las normas generales. Además, usa la denominación «procesos» en lugar de «acciones». Finalmente, para acoger en su seno no solo el Derecho privado, sino también el público, concluye con un libro quinto sobre «los delitos y las penas». Se trataba, fundamentalmente, de un esquema secular, que no refleja la naturaleza específica de la Iglesia. Tenía un reflejo de la eclesiología de la Contrarreforma, por ejemplo, la consideración de la Iglesia como sociedad perfecta, casi en competencia con los demás Estados.


    El Código de 1983, al contrario, fue elaborado con la voluntad expresa de reflejar la naturaleza de la Iglesia, según la doctrina tan bien expuesta por el Vaticano II. Juan Pablo II, de modo bastante optimista, lo afirma expresamente en la Constitución Apostólica Sacrae disciplinae Leges: «El instrumento que es el Código es llanamente congruente con la naturaleza de la Iglesia tal como es propuesta sobre todo por el magisterio del Concilio Vaticano II visto en su conjunto, y de modo particular por su doctrina eclesiológica. Es más, en cierto modo puede concebirse este nuevo Código como el gran esfuerzo por traducir al lenguaje canonístico esa misma doctrina, es decir, la eclesiología conciliar. Y aunque es imposible verter perfectamente en la lengua canonística la imagen de la Iglesia descrita por la doctrina del Concilio, sin embargo el Código ha de ser referido siempre a esa misma imagen como al modelo principal cuyas líneas debe expresar él en sí mismo, en lo posible, según su propia naturaliza»5.
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